	En la Ciudad de Mendoza, a cinco de julio de dos mil doce, se reúnen en la Sala de Acuerdos de la Excma. Quinta Cámara de Apelaciones en lo Civil, Comercial, Minas, Paz y Tributario, los Sres. Jueces Dres. Adolfo M. Rodríguez Saa y Oscar A. Martínez Ferreyra y trajeron a deliberación la causa n° 13.804 caratulada "G., S. E. y otros c/ R., M. A. y otros por daños y perjuicios", originaria del Décimo Sexto Juzgado en lo Civil, Comercial y Minas de la Primera Circunscripción Judicial, en virtud de los recursos de apelación deducidos por la parte actora a fs.217 y por la citada en garantía a fs. 220, ambos en contra de la sentencia obrante a fs. 208/212.- 

Llegados los autos al Tribunal, a fs. 232/237 expresa agravios la parte actora, contestados por la citada en garantía a fs. 241/245, al que se adhiere el demandado a fs. 248. A fs. 252/257 expresa agravios la citada en garantía, contestados por la actora a fs. 260/262. 

Practicado el sorteo de ley quedó establecido el siguiente orden de estudio: Dres. Martínez Ferreyra, Rodríguez Saa y Serra Quiroga. 

En cumplimiento de lo dispuesto por los Artículos 160 de la Constitución Provincial y 141 del C.P.C. se plantearon las siguientes cuestiones: 

PRIMERA CUESTIÓN: Es justa la sentencia apelada? 

SEGUNDA CUESTIÓN: Costas 

SOBRE LA PRIMERA CUESTIÓN EL DR. MARTINEZ FERREYRA DIJO: 

I.- La sentencia recurrida hace lugar parcialmente a la demanda interpuesta por S. E. G. y Angel Luis Bottero contra M. A. R. y Liderar Cía. Gral de Seguros S.A., condenando a estos últimos al pago de la suma de $ 6.250, con más intereses.- 

A fin de llegar a tal conclusión el señor Juez a quo entiende el demandado ha obrado con culpa, por lo que debe responder a tenor del Artículo 1109 del Código Civil ya que no ha tenido el debido control sobre su vehículo, embistiendo el de la demandada.- 

Al analizar la conducta de la parte actora indica la contradicción entre ambos litisconsortes, en cuanto al hecho que el vehículo Dodge 1500 era acarreado por el Peugeot 504, como así también que G. manifiesta que no detuvieron su marcha, mientras Bottero dijo que si. A ello agrega que circulaban por la calzada de mayor velocidad, que irían acarreando un vehículo, lo cual es prohibido por la Ley de Tránsito, por lo que establece un grado de concurrencias de culpas del 50%.- 

En cuanto a los rubros indemnizatorios pretendidos por los actores, otorga a la señora G. la suma de $ 7.500 por el 5% de incapacidad sobreviniente informada por la pericia y la suma de $ 5.000 por daño moral.- Rechaza los rubros indemnizatorios por privación de uso y daños en el automotor en tanto entiende no se ha aportado prueba suficiente, atento a la negativa de autenticidad de la documentación, por parte de la parte demandada.- 

II.- Que, al fundar su recurso, la parte actora se agravia por el grado de culpa que a su parte se le establece, criticando la sentencia en tanto, aun cuando la contradicción fuere respecto de cuál vehículo era el acarreado, el accidente se hubiera producido igual, en tanto fue el demandado quien embistió el rodado de la actora, lo que afirma surge de la pericia mecánica de la cual la sentencia omite toda mención.- 

Se agravia por el monto otorgado a la señora G.en concepto de incapacidad, argumentando que la sentencia no fundamenta su conclusión y que la suma indemnizatoria aparece como irrisoria.- 

Asimismo se agravia por el monto otorgado en concepto de indemnización por daño moral, diciendo que no se ha tenido en cuenta el proceso inflacionario desde que su parte formulara su pretensión, a lo que solicita se haga lugar o a lo que este Cuerpo entienda corresponde.- 

Se agravia por el rechazo del rubro indemnizatorio por los daños en los vehículos, diciendo que su parte acompañó presupuesto y fotografías, como asimismo el peritaje mecánico se ha expedido sobre los arreglos a ambos vehículos, lo que no fue impugnado por la demandada y que la sentencia omite.- 

Por último, respecto del rechazo indemnizatorio por privación de uso, dice que la pericia mecánica indica el tiempo probable de reparación, siendo que tal indemnización resulta procedente a favor de quien usaba el vehículo.- 

III.- Que, por su parte, la citada en garantía se agravia también por la imputación del 50% de culpabilidad a la accionada, diciendo que ha sido la conducta culposa de los actores quienes, al hacer caso omiso a la Ley de Tránsito irrumpieron en la línea de marcha del demandado, siendo aquella la conducta con entidad suficiente para constituirse como factor excluyente en la producción del siniestro.- 

Concluye en que, tal contribución causal por parte de la accionante nunca podrá ser inferior al 80% 

Asimismo se agravia por la falta de imposición de costas a la actora por la plus petitio en la que incurre, entendiendo que resulta desproporcionado lo pretendido y lo indebidamente otorgado, siendo este último del 12,35% del primero.- 

IV.- Que, adelantando opinión y a los fines de ordenar la exposición del presente voto, diré que debe mantenerse el decisorio de Primera Instancia, en cuanto a la distribución de concurrencia de culpas, razón por la que corresponde rechazar parcialmente ambos recursos, punto éste que abordare en primer lugar, para luego avanzar sobre cada uno de los siguientes agravios de ambos apelantes.- 

De la lectura de las actuaciones policiales tenemos que el señor Botero declara ante los efectivos policiales que concurren en el momento del evento del hecho (fs. 01) "...que se desplazaba con dirección al este, remolcando al vehículo marca Dodge1500..." versión ésta que se mantiene al promover la acción (capítulo V, "Hechos" de fs. 8 vta), pero que la cambia cuando, al absolver posiciones a fs. 173, en la tercera ampliación se le dice "Para que jure como es verdad que el vehículo Dodge 1500 era acarreado por el Peugeot 505" responde: "no, íbamos andando", lo que no solo contradice sus anteriores manifestaciones sino que, además, contradice la absolución de posiciones de su litisconsorte (fs. 172) quien si admite tal remolque entre vehículos.- 

Tampoco son coincidentes los actores en cuanto a si (remolcando o no) habían detenido su marcha. Mientras que G. dice que no (quinta ampliación de su confesional), Bottero dice (primero) que si se detuvieron entre Cañadita Alegre y Estrada, luego dice "íbamos andando" (tercera ampliación) y, finalmente cuando a la séptima ampliación se le dice "...que detuvieron su marcha por un desperfecto mecánico", contesta "si".- 

He creído conveniente remarcar estas contradicciones ya que, como lo hace ver el señor Juez de Primera Instancia, fácil es admitir cualquiera de las dos opciones, o más, que se presentan y que en ningún caso mejoran la situación de la parte actora.Si venían remolcando a un vehículo debieron haberse retirado de la autopista conforme lo prevé la Ley de Tránsito; si tal remolque no existió y se habían detenido, o circulaban a baja velocidad, no deberían haberlo hecho sobre el carril izquierdo y, en caso de emergencia, deberían haber utilizado las señales de emergencia que fueren necesarias, lo que no se ha probado en autos.- 

Lo cierto, aunque los actores lo nieguen en tanto queda reflejado en el croquis policial, es que el impacto se produce en el carril izquierdo, el cual nunca pudieron utilizar los actores en cualquiera de tales supuestos, por lo que -más allá de la infracción vial- su actuación, no sólo aparece como imprudente al arriesgar su propia seguridad personal, es evidente una de las causas adecuadas a la producción del hecho que da pie a estos obrados, ya que en horas de la noche es factible que un vehículo que circule por la vía rápida pudiera embestirlos.- 

Y es en este punto donde, a pesar de la crítica a la conducta de los accionados, no puede liberarse el demandado en tanto, aun cuando aquel accionar de los actores sea criticable, no es menos cierto que la posibilidad de encontrar algún tipo de obstáculos en la vía rápida no es imprevisible, en los términos del Artículo 514 del Código Civil. 

En efecto, mal que nos peses a quienes circulamos por las vías de acceso a la Ciudad de Mendoza, estas autopistas no cuentan con todas las medidas de seguridad adecuadas, ni los automovilistas toman las que les corresponden, a lo que debo sumar que la hora en que se produce el evento es fácil encontrar un tránsito intenso.- El hecho de "no ver" a quienes obstaculizaban su camino, o no tener el debido dominio de su rodado, da cuenta clara de la imprudencia y/o impericia y/o negligencia del accionado, pilares éstos sobre los que se asienta la idea de culpa contenida en el Artículo 1109del Código Civil.- 

A ello debo sumar que el demandado era conductor profesional de un taxi, tal como surge de la fotocopia de su licencia que corre a fs. 8 de las actuaciones policiales, indicando que su autorización se ubica en las categorías "B-1, D-4", lo que lo ubica como chofer de automóviles livianos, como profesional en el transporte de pasajeros, acorde lo dispuesto por el Artículo 24 de la Ley de Tránsito (n° 6082) y Decreto reglamentario 867/94, Artículos. 46 y 51.- 

En conclusión, bien porque los actores actuaron en forma por demás imprudente y negligente, sea por que el demandado actuó notoriamente con culpa, estimo que la decisión del señor Juez a quo, atribuyendo culpas concurrentes, aparece como acertada, como también con el mismo acierto el porcentaje atribuido a los partícipes.- 

V.- Que pasando ahora a los agravios restantes que formulan los actores, abordaré en primer lugar el referido al monto indemnizatorio otorgado a la señora G., estimo que tal queja debe ser rechazada.- 

Así como luego también me referiré al agravio por el monto indemnizatorio por daño moral, el primer aspecto donde la actora apelante se equivoca es al pretender que, de alguna manera, el monto que ella peticionara al promover la acción debe servir como base, o referencia, al monto que -en definitiva- el juzgador otorgue en uso de sus facultades discrecionales y conforme a la prueba arrimada.- 

La misma apelante reconoce que, al accionar, pidió la suma de $ 20.000, sobre una base de incapacidad del 10%, porcentaje este último que no resultó ser, sino del 5% como informó la pericial rendida.- Pero es que tampoco, al inicio de la acción, dio un argumento razonado y lógico del por qué de la suma que peticionaba, de forma tal que, en esta instancia, pudiera contrastarse con el fundamento de la sentencia que se recurre, lo que nuevamente advierto al momento de fundar su agravio, en el que solo se limita a poner de relieve la edad de la víctima y, apartir de allí, realizar un cálculo "lineal-matemático" que poco aporta a la solución de su queja.- 

El exceso o la escasez del monto no está dado por la apreciación subjetiva de quien lo analiza, sino de pautas que, aun cuando subjetivas, tengan un parámetro objetivo, esto es las condiciones de la víctima, siendo que en el caso de autos tenemos que, al momento del accidente, contaba con 27 años de edad y, según ella misma declara, de profesión peluquera. Frente a ello, un 5% de incapacidad por el denominado síndrome de latigazo cervical, la suma que se otorga en la sentencia recurrida no aparece como absurda, por lo que tal decisión debe ser mantenida.- 

VI.- Que, tal como anticipara, en el agravio que se formula por el monto otorgado en concepto de daño moral, también caben similares consideraciones, las que doy por reproducidas en honor a la brevedad, tanto en lo que se refiere al monto pretendido, condiciones de la víctima y objetividad de la suma otorgada, todo lo cual lo contrasto con los padecimientos espirituales que pueden suponerse consecuencia de las circunstancias del caso, a tenor del Artículo 1078 del Código Civil, no surgiendo de tal tarea que la suma de $ 5.000 aparezca como escasa, por lo que dicho agravio también debe ser rechazado.- 

VII.- Que pasando ahora a los agravios que se refieren a los montos indemnizatorios por los daños materiales que surgen de los daños en los vehículos y privación de uso de los mismos, diré que los mismos deben proceder.- 

En efecto, si bien le asiste razón al señor Juez a quo en tanto la documental que acompañaran los actores al promover la acción fue negada por la accionada, no es menos cierto que en autos se rindió pericial mecánica, no impugnada debidamente por la demandada, tendiente a demostrar, entre otros puntos, los arreglos que debían realizarse en los vehículos, como consecuencia directa del accidente, sus montos y tiempo probable de tales reparaciones.- 

Noempece a otorgar tales indemnizaciones a los actores tales negativas ya que, por una parte, el señor Botero presentó por ante la autoridad policial la tarjeta verde que acreditaba la titularidad sobre el vehículo Peugeot 505 (fs. 6) y, en estos obrados, la correspondiente al vehículo Dodge 1500, siendo que la mera negativa de la accionada, sumado a que en el evento participan ambos autos y su titular registral dan cuenta, por lo menos, que el actor se comporta como usuario del Peugeot y, respecto del otro vehículo, hace lo propio la señora G., sin que exista prueba alguna en contrario.- Es que la titularidad del crédito por indemnización de los arreglos de los vehículos no es privativo de quien detente la titularidad registral sino de quien, por su simple calidad de usuario, se ve en la necesidad de proceder a su arreglo, lo que sin duda alguna configura el daño resarcible a que se refiere el Artículo 1068 del Código Civil, otorgando legitimación activa a tal reclamo.- 

Aclarado este punto corresponde el análisis de la pericia mecánica rendida a fs. 127/131, la que no fue observada ni por la parte actora, pese a su intento de fs. 138, ni por la demandada y citada en garantía, pese a encontrarse debidamente notificadas tal como surge de fs. 142.- 

En la respuesta a la pregunta 9 (fs. 129 y siguientes) el perito hace ver que las reparaciones a las que se referirá son las que entiende se vieron afectadas por el siniestro, habiendo tenido en cuenta las actuaciones policiales, sobre las que se basa conforme lo expresa al iniciar su informe.- 

Respecto del vehículo Dodge 1.500 entiende la suma necesaria para su reparación es de $ 11.339,08 y, respecto del Peugeot 4.402,68, siendo que si bien ambas sumas resultan superiores a las pretendidas por los actores en su libelo inicial, no es menos cierto que las mismas quedaron sujetas a lo que en mas o en menos surgiera de la prueba a rendirse (fs.8 vta), y que estas conclusiones periciales, como ya dije, no fueron objetadas por la accionada.- 

En conclusión, ambos montos deben proceder, fijándose su indemnización a la fecha de la sentencia de Primera Instancia y, en razón de tratarse de un presupuesto, no de un gasto efectivamente realizado, corresponde incrementar tal monto con los intereses establecidos por la Ley 4087, desde la fecha del evento dañoso y hasta la fecha de sentencia de Primera Instancia y, a partir de allí, con más los intereses a tasa activa, conforme lo dispuesto en el plenario "Aguirre" de la SCJM.- 

VIII.- También corresponde admitir la pretensión indemnizatoria por privación de uso que formulan ambos actores, siendo que en la pericia aludida (pregunta n° 10 de fs. 130 vta.) se dice que, respecto del Dodge 1500 será de 28 días hábiles y, respecto del Peugeot 505 de 12 días hábiles.- 

Tengo presente en este punto que sólo el señor Bottero reclama por este rubro (pto. b "Privación de uso" de fs. 13 y vta) por la suma de $ 1.200, entendiendo que serán necesarios 30 días por los arreglos del vehículo que usaba, esto es el Peugeot.- 

Así las cosas y conforme la pericia tenemos que estos 12 días hábiles deben interpretarse como, por lo menos, 16 días corridos, ya que debe entenderse que el vehículo se usa, también, en días inhábiles.- En cuanto al costo diario, no puedo seguir el informe pericial ya que, es de público y notorio, los coches que se ofrecen en alquiler resultan de modelos modernos, calidad ésta que no corresponde al vehículo del actor. 

En conclusión, haciendo uso de las facultades que me acuerda el Artículo 90 inc.7 del Código Procesal Civil, y siempre que mi voto fuere compartido, entiendo prudente fijar la presente indemnización en la suma de $ 1.500 a la fecha de sentencia de Primera Instancia, con más intereses, en la misma medida y fechas que el considerando anterior.- 

IX.- Que pasando ahora al recurso opuesto por la citada en garantía, tenemos que el segundo agravio se refiere a la falta de imposición en costas por lo que no prospera la demanda, queja ésta que no puede ser acogida ya que la simple cuenta porcentual a que se refiere a fs. 256 vta. no resulta suficiente como para que esta Alzada considere errónea la sentencia dictada.- 

De dicha sentencia surge que el señor Juez impone costas a la actora por lo que no prospera su pretensión, por lo que la ahora quejosa debió haber concretado y especificado en que puntos o rubros es que tal porcentaje debe aplicarse y que, además, no resultan pasibles de la aplicación de la doctrina del caso "Chogris" de la SCJM, todo lo cual impide admitir su estudio y, como consecuencia de la modificación de los montos de condena, que implican un nuevo replanteo de los montos sobre los que se cargaran costas, deviene innecesario pronunciarse al respecto. 

X.- En conclusión, la demanda debe prosperar parcialmente y, sobre un total indemnizatorio de $ 29.741, atento al porcentaje de responsabilidad de la parte demandada, condenar a esta al pago de la suma de $ 14.870,88, cargando cada parte con las costas por el 50% por el que prospera, y se rechaza, la pretensión.- 

Así voto.- 

Por el mérito del voto que antecede el Dr. Rodriguez Saa adhiere al mismo.- 

SOBRE LA SEGUNDA CUESTIÓN EL DR. MARTINEZ FERREYRA DIJO: 

Que atento al resultado de la cuestión que antecede y de conformidad a lo normado por el Artículo 36 
del Código Procesal Civil, corresponde que las costas de la Alzada sean soportadas de la siguiente forma: a) recurso de la parte actora:la recurrente debe cargar con las costas por el primer agravio, que se rechaza, calculándose los honorarios profesionales sobre la originaria condena de Primera Instancia, que es la cifra que al proponer su recurso discutía; en cuanto a los agravios referidos a la admisión de su reclamo por daños materiales en los vehículos y privación de uso, las costas las cargara la parte demandada y citada en garantía, calculándose los honorarios profesionales sobre el monto por el que prospera tal pretensión en la medida de la concurrencia de culpas. (50% de $ 17.241,76= 8.620,88).- b) recurso de la citada en garantía: la recurrente deberá cargar con la totalidad d las costas, calculándose los honorarios profesionales sobre la originaria condena de Primera Instancia, que es la cifra que al proponer su recurso discutía; respecto del segundo agravio, atento a que no se analiza el mismo en su procedencia y la modificación de la sentencia recurrida, incluso en la carga de costas, deviene en abstracto el cálculo de honorarios.- 

Así voto.- 

Por el mérito del voto que antecede el Dr. Rodriguez Saa adhiere al mismo.- 

Con lo que se terminó el acto, procediéndose a dictar la sentencia que a continuación se inserta: 

SENTENCIA 

Mendoza, 5 de julio de 2012.- 

Y VISTOS 

Por el mérito que resulta del acuerdo precedente, el Tribunal 

R E S U E L V E: 

1°) Hacer parcialmente lugar al recurso de apelación deducido por la parte actora a fs. 217 en contra de la sentencia obrante a fs. 208/212 y, en consecuencia, revocar los resolutivos I, III y V de la misma, los que quedan con el siguiente texto: 

"I - Hacer lugar parcialmente a la demanda interpuesta por S. E. G. y Angel Luis Bottero en contra de M. A. R. y Liderar Cía. Gral. De Seguros S.A.por la suma de Pesos catorce mil ochocientos setenta con ochenta y ocho centavos ($ 14.870,88). En consecuencia, condenar a estos últimos, en forma solidaria, a pagar dicha suma en el plazo de diez días de quedar firme la presente sentencia, con más los intereses de la ley 4087 desde el momento del hecho hasta la presente resolución y, desde allí, los intereses legales (tasa activa) hasta el momento de pago" 

"III - Regular honorarios profesionales, a cargo de la parte accionada, a los Dres. Miguel Macarrón, Claudio Tejada, Armando Jimenez, y Peritos Dr. Luis Reta Herrera e Ingeniero Juan Barquero, en las sumas de Pesos . ($ .), . ($ .), . ($.), . ($ .), .($ .) y . ($ .), respetivamente. (Artículos 1,2, 3, 4, 13 y 31 de la Ley 3641)" 

"V- Regular honorarios profesionales, a cargo de la parte actora, a los Dres. Claudio Tejada, Armando Jimenez, Miguel Macarron, Alejandro Romano y Peritos Luis Reta Herrera e Ingeniero Juan Barquero en las sumas de Pesos . ($ .), . ($ .), . ($ .), . ($ .), . ($ .) y . ($ .), respectivamente. (Artículos 1, 2, 3, 4, 13 y 31 de la Ley 3641)" 

2°) Imponer las costas del recurso resuelto a la parte actora, en tanto el mismo se rechaza, y a la demandada en tanto el mismo se acoge.- 

3°) Regular honorarios profesionales, a cargo de la parte actora, a los Dres. Armando Jimenez, Claudio Esteban Tejada, Miguel A. Macarron y Alejandro E. Romano, en las sumas de Pesos .($.), . ($.), . ($ .) y . ($ .), respectivamente. (Artículos 15 y 31 de la Ley 3641).- 

4°) Regular honorarios profesionales, a cargo de la parte demandada, a los Dres. Miguel A. Macarron, Alejandro E. Romano, Armando Jimenez y Claudio Esteban Tejada, en las sumas de Pesos . ($ .), ciento . ($ .), . ($ .) y . ($ .), respectivamente. (Artículos 15 y 31 de la Ley 3641) 

5°) No hacer lugar al recurso de apelación deducido por la citada en garantía a fs. 220, en contra de la sentencia obrante a fs. 208/212.- 

6°) Imponer las costas del recurso resuelto a la recurrente vencida.- 

7°) Regular honorarios profesionales, a cargo de la recurrente, a los Dres. Miguel Macarron, Alejandro E. Romano, Armando Jimenez y Claudio Esteban Tejada, en las sumas de Pesos . ($ .), . ($ .),. ($ .) y . ($ .), respectivamente. (Artículos 15 y 31 de la Ley 3641).- 

Notifíquese y bajen.- 

Dr. Oscar Alberto MARTINEZ FERREYRA Dr. Adolfo RODRIGUEZ SAA 


